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TUTELA – PETICIÓN – CONSULTA – NO HA VENCIDO EL TÉRMINO -. NIEGA – “Descendiendo al caso concreto, es un hecho indiscutido que la parte actora elevó la petición de que da cuenta en su demanda el 7 de junio  del presente año, lo que se corrobora con los documentos anejos al libelo y la respuesta del ente accionado. 

Sin embargo, también lo es que tal escrito tiene una finalidad específica: que el Ministerio de Transporte, emita un concepto sobre el contenido de una norma. Ello, para esta Sala, se traduce en una consulta sobre la forma en que debe aplicarse esa regulación. 

Si ello es así, como no se trata de una información o del suministro de documentos, es inviable aplicar el término genérico de quince días, o el de diez, previsto en la parte inicial del artículo 14; en cambio, debe acudirse a la segunda parte de ese canon que establece, como se detalló, que el término para absolver una consulta es de treinta (30) días, que para la fecha de promoción de esta acción estaban corriendo y aún hoy están sin vencer, si se entiende que son días hábiles. 

Quiere significar lo anterior, que la protección se invocó prematuramente, circunstancia suficiente para negarla, como se hará, lo que no es óbice para que se diga que, en todo caso, ya la petición fue contestada y puesta en conocimiento de la demandante en su correo electrónico, como lo acredita la entidad (f. 17v).”
   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
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Acta Nro. 373 de julio 19 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Daniela Arias Osorio contra el Ministerio de Transporte, a la que fueron vinculados el Grupo de Atención al Ciudadano y la Jefe Oficina Asesora de Jurídica de esa misma Cartera.
  



ANTECEDENTES




Daniela Arias Osorio, quien actúa en su propio nombre, promovió esta acción de tutela contra el Ministerio de Transporte, con el fin de que se proteja su derecho fundamental de petición, que estima vulnerado por dicho ente público.
  



Adujo, en síntesis, que el 7 de junio pasado elevó ante el despacho accionado una solicitud para que se le informara “qué otra figura distinta a la celebración de contratos de concesión, se puede emplear para la prestación del servicio público de transporte” a propósito de lo que prevé el artículo 21 de la Ley 336 de 1996 que enseña que “podrá convenirse mediante la celebración de  contratos de concesión adjudicados en Licitación Pública…”. Ese mismo día, recibió un correo electrónico que dio cuenta del recibido y se le adjudicó número de radicado; pero a la fecha de la demanda, vencido el término legal, no había recibido respuesta.
  



Deprecó, por tanto, que se ordenara a la accionada dar contestación a esa petición.
 



Se le dio trámite a la acción y fue vinculado el Grupo de Atención al Ciudadano; con posterioridad se citó a la Jefe Oficina Asesora de Jurídica del Ministerio demandado.
  



Intervino la coordinadora del Grupo de Conceptos y Apoyo Legal de la Oficina Jurídica de dicha institución, para indicar que el hecho que motivó la promoción del libelo fue superado, como quiera que a la interesada se le dio respuesta  con oficio número 20171340264321 del 6 de julio de 2017; no obstante, advierte que se trataba de una consulta que podía ser resuelta dentro de los 30 días siguientes a su recibo. En similares términos se pronunció la Jefe Oficina Jurídica (E).
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

  



En el presente, se trata de poner a salvo el derecho de petición de la parte accionante, para cuya garantía se requiere la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, y la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna, que, además, sea puesta en conocimiento del interesado, sin que ello suponga que la contestación tenga que ser favorable. 

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

“13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.”
  



Por supuesto que a la protección de un derecho de esta estirpe solo se puede llegar en la medida en que (i) se presente la solicitud a la entidad o al particular; y (ii) haya transcurrido el tiempo, según sea el caso, para contestar y se omita hacerlo. Y para esto último, es menester acudir al contenido del numeral 2º del artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, por tratarse de una petición que alude, como lo refiere la parte accionada, a una consulta. Dice la norma:
“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.” –subrayas propias-
   



Descendiendo al caso concreto, es un hecho indiscutido que la parte actora elevó la petición de que da cuenta en su demanda el 7 de junio  del presente año, lo que se corrobora con los documentos anejos al libelo y la respuesta del ente accionado. 

  



Sin embargo, también lo es que tal escrito tiene una finalidad específica: que el Ministerio de Transporte, emita un concepto sobre el contenido de una norma. Ello, para esta Sala, se traduce en una consulta sobre la forma en que debe aplicarse esa regulación. 

   



Si ello es así, como no se trata de una información o del suministro de documentos, es inviable aplicar el término genérico de quince días, o el de diez, previsto en la parte inicial del artículo 14; en cambio, debe acudirse a la segunda parte de ese canon que establece, como se detalló, que el término para absolver una consulta es de treinta (30) días, que para la fecha de promoción de esta acción estaban corriendo y aún hoy están sin vencer, si se entiende que son días hábiles. 
  



Quiere significar lo anterior, que la protección se invocó prematuramente, circunstancia suficiente para negarla, como se hará, lo que no es óbice para que se diga que, en todo caso, ya la petición fue contestada y puesta en conocimiento de la demandante en su correo electrónico, como lo acredita la entidad (f. 17v). 
  


 
DECISIÓN  

 



Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo al derecho de petición, impetrado por Daniela Arias Osorio contra el Ministerio de Transporte, a la que fueron vinculados el Grupo de Atención al Ciudadano y la Jefe Oficina Asesora de Jurídica de esa misma Cartera.
  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.
  



A su regreso archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                        DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia T-.404 de 2015


� MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.
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